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Introducción 



El trabajo a tiempo parcial por cuenta ajena apareció en el mercado laboral de los países desarrollados en la década de los años 60; mas sin embargo, hubo que esperar hasta la década de los años 80 para que se convirtiera en una modalidad contractual extendida y digna de estudio y de regulación.

En este sentido, y ya desde un principio, ciertos colectivos heterogéneos empezaron a manifestar sus reservas ante la regulación del trabajo a tiempo parcial: se trataba tanto de grupos feministas, que temían que se perpetuase la posible situación de inferioridad de la mujer en dicha modalidad contractual, como de ciertos movimientos sindicales que entendían que con la regulación del trabajo a tiempo parcial, se establecía un freno a la reducción de jornada.

Pero entre las razones que impulsaron el nacimiento de esta modalidad, cabe destacar la de su capacidad para aprovechar las condiciones particulares de ciertos trabajadores. Así, en un primer momento, la figura del trabajo a tiempo parcial fue concebida como la forma contractual ideal para aquellos trabajadores que pretendían desempeñar una segunda actividad, llegando a ser considerada una fórmula idónea para realizar el trabajo profesional extradoméstico, además del familiar.

En consecuencia, se fue propiciando la actividad laboral de un determinado grupo de trabajadores que ha sido analizado sociológicamente por autores como J. P. JALLADE, según el cual la mayoría de los trabajadores a tiempo parcial está constituida por mujeres que desean compaginar su vida profesional con las obligaciones familiares, siendo una excepción en el caso de los hombres. Según algunos autores, el arquetipo del trabajador a tiempo parcial sería el de una mujer de más de 30 años, normalmente casada, con una media de dos hijos de más de seis años, con un nivel bajo de estudios, y que desempeña una actividad laboral no excesivamente remunerada, con poca cualificación, y con escasas posibilidades de promoción, en una empresa pequeña del sector terciario no público.

Mas en una segunda fase, la propia concepción del trabajo a tiempo parcial ha ido ampliándose ante el auge de esta modalidad contractual. Las causas que han propiciado este aumento pueden resumirse en tres. En primer lugar, para el empresario se trata de un contrato de trabajo flexible capaz de responder a las necesidades organizativas y productivas del mercado. En segundo término, para el trabajador resulta un tipo contractual atractivo porque le permite compatibilizar su vida familiar con la profesional, e incluso con un segundo empleo. Y en último lugar como una razón más de tipo general su incremento se debe a que constituye una medida de reparto de trabajo, y así ha ocupado un lugar privilegiado en la política de empleo, porque se ha convertido en un arma muy importante en la lucha contra el desempleo. De esta manera, ante la profunda crisis del empleo, ha pasado a ser una medida útil —aunque controvertida—, que además de favorecer el aumento de la ocupación en una buena parte de las empresas que exigen trabajadores de poca cualificación, está comenzando a extenderse a trabajadores jóvenes de elevada formación, y a mujeres con estudios superiores.

De esta forma, la modalidad del trabajo a tiempo parcial ha pasado a ser la modalidad laboral utilizada para dar empleo a un amplio grupo de trabajadores: aquellos que valoran disfrutar de tiempo libre para desempeñar actividades no profesionales, los afectados por algún tipo de minusvalía, los que lleven a cabo actividades domésticas, los que no pueden encontrar un trabajo a jornada completa, los que preparan paulatinamente su retirada del mercado laboral, los que realizan un tipo determinado de actividad que se desarrolla a tiempo parcial, los llamados trabajadores maduros, que no pueden competir profesionalmente con las nuevas generaciones, por motivos de calificación intelectual o física (por razones de edad tengan debilitadas sus aptitudes para el trabajo), y por último, también, el colectivo juvenil, que puede compatibilizar trabajo-estudios.

Sin embargo, cabe decir al respecto que ha resultado ser un tipo contractual que se ha ido extendiendo e incrementando poco a poco, así representaba alrededor del 8 por ciento del total de los trabajadores ocupados, de tal forma que cobra su importancia no ya por la cantidad de trabajadores, sino por que se trataba de cifras que han ido aumentando en estos últimos años, aunque no llegábamos todavía a la media europea que se situaba en torno al 16 por ciento. En contrapartida, podemos decir que de unos años hacia aquí se ha experimentado un cambio significativo, así en el año 2006 que el trabajo a tiempo parcial representó el 23,5% del total de los contratos de trabajo celebrados en ese año; en el 2007 se situó en torno al 16%; y en el primer cuatrimestre de 2008 ha supuesto el 23% de las contrataciones totales llevadas a cabo.

La razón de esta monografía se debe a que hemos podido comprobar el aumento paulatino de esta figura desde su introducción hasta nuestros días a lo largo de sus sucesivas reformas, cosa que nos hace pensar que este contrato a tiempo parcial está destinado a convertirse en un tipo contractual de gran relevancia práctica en cuanto ofrece solución tanto a las aspiraciones planteadas por parte de los trabajadores, como a las necesidades puestas de manifiesto por la otra parte contratante, en este caso, los empresarios.

Nuestro estudio pretende poner de manifiesto la utilidad de este tipo contractual para solventar procesos productivos, faltas de trabajo, épocas de crisis, aumentos de trabajo en determinadas épocas del año (tiempo parcial concentrado y fijo-periódico). La fuerza de esta modalidad reside en su flexibilidad tanto en la duración de la jornada como en su distribución, y las posibilidades que se derivan de su versatilidad.

Esta monografía pretende aclarar aquellos puntos oscuros que se producen en la aplicación de esta figura, y que giran en torno a su diferenciación con otras reducciones de jornada y a la aplicación de su peculiar régimen jurídico marcado por la menor duración de la jornada, pero sin adentrarnos en el régimen de Seguridad social, que por sí mismo sería objeto de otra monografía.

Con tal fin hemos estructurado esta monografía sobre el trabajo a tiempo parcial en seis Capítulos. En el Primero nos hemos centrado en el análisis de la figura del contrato de trabajo a tiempo parcial, y así hemos analizado qué debe entenderse por trabajo a tiempo parcial y cuáles son los caracteres que nos lo van a definir.

A continuación, en el Segundo Capítulo habiendo ya analizado la definición correspondiente al tiempo parcial en la legislación laboral actual, queda por establecer la frontera de este tipo de contrato respecto de otros con los que pueda guardar cierta similitud, y vengan a plantear posibles confusiones a la hora de ser calificados.

En el Tercer Capítulo, nos adentramos en determinar si este tipo de contrato de trabajo supone una modalidad contractual autónoma del trabajo a tiempo completo, o si por el contrario se trata de modalidad dependiente del mismo. Posteriormente, se procederá a la enumeración de las submodalidades de trabajo a tiempo parcial, sin ser el propósito de este apartado el estudio en profundidad de su régimen jurídico.

Respecto al régimen jurídico positivo lo abordaremos en tres Capítulos distintos, a saber: en el Cuarto nos ocuparemos de los principios rectores que le son aplicables; en el Quinto estudiaremos una parte de su régimen jurídico (forma del contrato, período de prueba, duración del contrato, antigüedad y remuneración), y en el Sexto analizaremos aquellas condiciones laborales conectadas directamente con la jornada laboral, como son la jornada, el horario de trabajo, los períodos de descanso, las horas extraordinarias y las horas complementarias.






El contrato de trabajo a tiempo parcial por cuenta ajena: concepto 



En este capítulo se pretende analizar qué se entiende por trabajo a tiempo parcial en nuestra legislación laboral y su naturaleza jurídica.

Con tal fin, se han seguido una serie de vías, a saber: en primer lugar, el estudio se ha centrado en el análisis del concepto de esta figura en la normativa internacional. En segundo término, se ha pasado a determinar qué significa prestar servicios a tiempo parcial en el Derecho Comunitario. En tercera instancia, una vez delimitado el concepto del trabajo a tiempo parcial en la normativa internacional y comunitaria, se ha intentado abordar este tipo contractual en el ordenamiento jurídico interno.

Para ello, se ha tomado como punto de partida la evolución conceptual que ha experimentado el trabajo a tiempo parcial en la legislación laboral hasta al momento actual, y una vez llegados a este punto se ha pretendido concretar qué es lo que debe entenderse por trabajo a tiempo parcial a la luz de las reformas del año 2001. Para conseguir tales objetivos se han tomado como base los cuatro elementos configuradores del trabajo a tiempo parcial, que adelantamos y que son:1) la reducción de la jornada; 2) la unidad temporal en la que se desarrolla; 3) la jornada de referencia; y 4) el módulo temporal en el que se presta la actividad.

1.  CONCEPTO DE TRABAJO A TIEMPO PARCIAL

1.1.  Su consideración en las fuentes internacionales: La Organización Internacional de Trabajo

A nivel internacional esta figura contractual no fue regulada de forma definitiva hasta 1994, pese a toda una serie de intentos anteriores; sin embargo, ninguno de ellos alumbró una norma que lo contemplara hasta dicha fecha.

Así, cabe mencionar dos antecedentes normativos llevados a cabo por la OIT, pero que no pasaron de ser meras aproximaciones. En un primer momento, este Organismo Internacional toma conciencia del trabajo a tiempo parcial como una vía de incorporación de la mujer al trabajo  (1) , y en 1955 la Conferencia Internacional del Trabajo adopta una Resolución sobre el empleo a tiempo parcial y sobre el empleo de las trabajadoras de cierta edad  (2) . Paralelamente, se apuesta por la toma en consideración de esta figura en las Conferencias regionales y en la Conferencia Internacional del Trabajo.

Sin embargo, ese segundo momento no llegó hasta 1964, fecha en la que el trabajo a tiempo parcial pasa a formar parte del orden del día de la 48.ª Conferencia de la OIT, pero ahora desde la perspectiva de las mujeres trabajadoras en un mundo de evolución. Esta toma en consideración por parte de la Conferencia Internacional únicamente dio lugar a la elaboración de un informe  (3)  y un cuestionario para esa reunión que iba destinado a los países miembros con el fin de elaborar a posteriori sobre su base un segundo informe de la citada reunión  (4) .Todos estos estudios a lo único que dieron lugar fue a una Resolución de 8 julio de 1964 sobre empleo a tiempo parcial  (5) , en la que la Conferencia Internacional propuso a la Oficina Internacional que definiera qué debía entenderse por trabajo a tiempo parcial.

Finalmente, la labor de la Conferencia Internacional de todos estos años llevó al alumbramiento en 1994 de dos importantes normas relativas a esta forma de trabajo. Por un lado, el Convenio sobre el trabajo a tiempo parcial de 24 de junio de 1994 número 175, y por otro lado, la Recomendación sobre el trabajo a tiempo parcial número 182 de 24 de junio de 1994  (6) . Sin embargo, cabe decir —antes de profundizar en ellas— que tal normativa no ha entrado todavía en vigor en España, ya que nuestro país no ha suscrito aún dicho Convenio Internacional. Pese a ello, resulta de especial interés tener en cuenta dicha normativa, para así comparar nuestro concepto de trabajo a tiempo parcial con el de la Comunidad Internacional.

En principio, en el Convenio se define al trabajador a tiempo parcial como «a todo asalariado cuya actividad laboral tiene una duración normal e inferior a la de los trabajadores a tiempo completo en situación comparable» art. 1 letra a). Como vemos las bases definitorias de este contrato son las del tiempo de trabajo  (7) .

Acto seguido, el Convenio en el mismo art. 1 letra b) y c) especifica lo que debe entenderse por duración normal comparable de la actividad y por trabajador a tiempo completo en situación comparable. Respecto a la primera, la norma internacional toma como referencia la jornada semanal o el promedio de la misma durante un período de empleo determinado. Por tanto, se permite que la jornada se compute en cualquier período temporal, a saber: diario, semanal, mensual, o anual. Lo relevante será que la prestación de servicios sea inferior a la comparable, independientemente del período temporal que se tome en cuenta, ya que lo decisivo será su reducción respecto a la jornada comparativa en un mismo espacio temporal.

En lo relativo a un trabajador a tiempo completo comparable, el Convenio se refiere a que tenga el mismo tipo de relación laboral, que ocupe un puesto de trabajo de una profesión idéntica o similar, y que esté empleado en el mismo establecimiento, en la misma empresa, o en la misma rama de actividad.

Como hemos advertido la normativa de la OIT no marca un número de horas de trabajo mínimo ni máximo, sino que propone un concepto más amplio y flexible del trabajo a tiempo parcial, ya que deben tenerse en cuenta y tener cabida en el mismo toda una serie de legislaciones nacionales de los distintos países miembros signatarios del citado Acuerdo Internacional.

Así, ha optado por centrar el trabajo a tiempo parcial en relación al parámetro del trabajo a jornada completa. Se considerará trabajo a tiempo parcial cualquier prestación de servicios con una duración inferior a la jornada que se considere como a tiempo completo  (8) . De este modo, la idea en esencia es la misma que la de la legislación laboral española, es decir, trabajar a tiempo parcial significa prestar servicios en un horario inferior a las horas que miden el trabajo a tiempo completo.

El Convenio no establece una cuantía de reducción y así se omite cualquier mención al respecto, debiendo considerarse por trabajo a tiempo parcial cualquier minoración que sobre la jornada a tiempo completo se realice por muy pequeña que sea. No se han establecido ni topes máximos ni mínimos en la duración de la jornada laboral del trabajo a tiempo parcial, salvo que no ha de llegar a alcanzar la jornada comparable.

Este concepto de trabajo a tiempo parcial recuerda mucho el introducido en nuestra legislación laboral con motivo de la reforma de 1994. Se consideraba trabajo a tiempo parcial toda prestación de servicios en una jornada inferior a la habitual. Posteriormente la concepción del trabajo a tiempo parcial, tras la reforma de 1998, se alejaba de la normativa internacional, en el sentido de que aquélla sí que establecía una cuantía de reducción  (9) . Trabajar a tiempo parcial no significaba únicamente prestar servicios en una jornada inferior a la habitual; sino que iba más allá, y suponía trabajar como mínimo un 23 por ciento de la jornada a tiempo completo. Así, aunque se trabajara menos de lo que resultaba habitual, si no se alcanzaba ese 23 por ciento, no era trabajo a tiempo parcial, sino que se trataba de otra prestación pero no la de trabajo a tiempo parcial.

Sin embargo, con la última reforma experimentada en España en el año 2001, el concepto de trabajo a tiempo parcial cambia nuevamente, y experimenta una vuelta hacia la legislación de 1994, comportando una mayor aproximación a la normativa internacional y a la Directiva Comunitaria existente al respecto. La concepción vigente del trabajo a tiempo parcial, se centra en aquella prestación que se realiza durante un tiempo inferior a la jornada a tiempo completo del trabajador en situación comparable. Al igual que el Convenio de la OIT, la nueva legislación apuesta por un trabajo a tiempo parcial sin topes máximos o mínimos. De tal manera que prestar servicios bajo esta modalidad contractual significa trabajar un número inferior de horas al día, a la semana, al mes o al año, de lo que lo haría un trabajador a tiempo completo comparable, sin importar la cantidad de la reducción; basta con que simplemente se produzca una disminución del tiempo trabajado.

Siguiendo con el análisis de la norma internacional, el propio art. 1.d) del Convenio 175 y el art. 2.d) de la Recomendación 182, se encargan de delimitar la figura del trabajo a tiempo parcial frente a otras prestaciones de servicios con las que pudiera guardar alguna similitud. Así, los citados textos determinan expresamente qué supuestos no deben considerarse como trabajadores a tiempo parcial. En este sentido, no lo serán aquellos trabajadores a tiempo completo que se encuentren en situación de desempleo parcial, es decir, todos aquellos trabajadores afectados por una reducción colectiva y temporal de la duración normal de su trabajo por motivos económicos, tecnológicos o estructurales. La exclusión se refiere a la reducción impuesta unilateralmente de forma transitoria. Lo que en nuestro ordenamiento interno conocemos como expedientes de regulación de empleo, previstos en el art. 47 del Estatuto de los Trabajadores  (10) .

Es criticable que nuestra legislación interna no determine aquellos supuestos que debieran considerarse excluidos de la contratación a tiempo parcial, sino que por el contrario, únicamente se limita a definir qué debe entenderse por trabajo a tiempo parcial sobre parámetros de una cantidad de tiempo trabajado inferior al comparable y parece que con ello es suficiente. El ordenamiento lo único que hace es definir qué debe entenderse por tiempo parcial sin más consideraciones.

Resulta chocante que el legislador español no haya optado por aclarar la cuestión, o al menos determinar de forma más contundente la figura del tiempo parcial. Máxime tras una experiencia legislativa de 25 años en la que se ha demostrado que, en ocasiones, se han producido confusiones frente a otras modalidades contractuales. Este hecho ha sido una de las causas que han motivado toda una serie de idas y venidas en la regulación del tiempo parcial, y más concretamente, en la definición del mismo. Posiblemente, ello se deba a que el legislador ha considerado que las características de la contratación a tiempo parcial quedan delimitadas con claridad, sin necesidad de deslindar el trabajo a tiempo parcial de otras formas contractuales afines con las que pudiera guardar alguna semejanza.

1.2.  La posición de la Unión Europea frente al contrato a tiempo parcial

1.2.1.  La Directiva Comunitaria 97/81/CE Consejo de 15 de diciembre de 1997

La toma en consideración por parte de la Comunidad Europea de la necesidad de una regulación que armonizara las distintas legislaciones internas  (11)  en materia de trabajo a tiempo parcial, ha sido una preocupación constante desde la década de los años ochenta  (12) . Así, se puede decir que desde esa década la Comunidad Europea ha intentando —no con demasiado éxito— establecer unas reglas que propusieran bases legislativas mínimas a respetar por los distintos Estados Miembros en materia de trabajo a tiempo parcial.

Como fruto de estos esfuerzos surgió la Propuesta de Directiva del Consejo relativa al trabajo voluntario a tiempo parcial de 4 de enero de 1982  (13) , modificada el 17 de diciembre de 1982  (14) , y que nunca tuvo forma de norma vinculante. Posteriormente, la Comisión europea confeccionó dos propuestas de Directivas, una la de 29 de junio de 1990 —relativa a las condiciones del trabajo— y otra en relación con la competencia  (15) , modificada esta última por la Comisión unos años más tarde  (16) .

Al final, en diciembre de 1997 la Directiva sobre trabajo a tiempo parcial vio la luz sobre las bases sentadas en un Acuerdo Marco  (17)  sobre trabajo a tiempo parcial negociado por la Unión de Confederaciones de la Industria y de Empresarios de Europa, el Centro Europeo de la Empresa pública y la Confederación Europea de Sindicatos. Esta iniciativa de los interlocutores tuvo su origen en las dificultadas encontradas por parte de los organismos comunitarios para culminar el proceso de confección de una Directiva comunitaria sobre trabajo a tiempo parcial  (18) , debido, por un lado a la ausencia de una norma comunitaria que regulara dicha modalidad contractual, y de otro lado, a que el Consejo en su Resolución de 6 de diciembre de 1994 sobre determinadas perspectivas de una política social de la Unión Europea, invitó a los interlocutores sociales a aprovechar las posibilidades de celebrar Convenios, puesto que por regla general están más cerca de la realidad social y de los problemas sociales.

Estas dos fueron las causas que motivaron que las partes afectadas por esta situación (empresarios y trabajadores) decidieran tomar partido a través de sus representantes, y apostaran por solucionarla mediante un acuerdo que estableciera un marco general con el fin de eliminar las discriminaciones en relación con los trabajadores a tiempo parcial y contribuir al desarrollo de las posibilidades de esta fórmula contractual sobre una base aceptable, tanto para empresarios como para trabajadores.

Así, las organizaciones interprofesionales de carácter general informaron a la Comisión, mediante carta conjunta de 19 de junio de 1996, de su voluntad de iniciar el proceso previsto en el art. 4 del Acuerdo sobre política social del Tratado de la Unión Europea, hecho en Maastricht, el 7 de febrero 1992; y solicitaron de la Comisión, mediante carta conjunta de 12 de marzo de 1997, un plazo suplementario de tres meses, que les fue concedido. Fruto de sus negociaciones surgió un Acuerdo marco, que sentaría las bases para una regulación comunitaria sobre la materia.

Este hecho supone un paso hacia delante en materia de diálogo social: empresarios y trabajadores se sientan a negociar acuerdos, que como el caso que nos ocupa, podrán posteriormente ser confirmados como verdaderas normas con efectos vinculantes, a través del proceso legislativo comunitario correspondiente como sabemos y según se dispone en el art. 189 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, el acto adecuado para la aplicación de dicho Acuerdo marco es una Directiva. Como muy bien, ha entendido el Profesor RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, no se trata de una legislación negociada al estilo de lo que se acostumbra en los Estados Miembros, sino representa «la posibilidad de que se puedan adoptar medidas de intervención comunitaria en materia social por medio de acuerdos entre los interlocutores sociales europeos, medidas que posteriormente podrán adoptar la forma de normas comunitarias, a través de su recepción y procesamiento a través del procedimiento legislativo comunitario». De tal forma que, el Acuerdo se mantiene de forma independiente a la Directiva, y es un anexo de la misma.

Esta opción abre la posibilidad a que se lleven a cabo acuerdos entre las partes contratantes, conformando ellas mismas las medidas que mejor se ajusten a sus necesidades, y proponiendo las directrices por las que deberían discurrir las normas. Ello con el fin de que lo jurídico se encuentre en concordancia con la realidad social a la que va dirigida.

Dicho texto gozó de las felicitaciones de los Jefes de Estado en las conclusiones del Consejo Europeo de Ámsterdam, y así fue íntegramente adoptado por la Directiva 97/81/CE de 15 de diciembre de 1997, y entró en vigor el 20 de enero de 1998. Sin embargo, hay que tener en cuenta al respecto que, dicha Directiva no resultó de aplicación en el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte  (19) , ya que en el Anexo del Tratado de Maastricht de 1992 se incluye un Protocolo relativo a la Política Social en el que Reino Unido de Gran bretaña e Irlanda del Norte se excluyen en la participación de tal política. Así, habría que esperar hasta 1998, fecha en la que la Directiva 98/23/CE de 7 de abril de 1998 extendió el ámbito de aplicación de la Directiva 97/81/CE al Reino Unido  (20) , entrando en vigor ese mismo día para este Estado Miembro.

En primer lugar, podemos decir que al tratarse de una Directiva es una norma vinculante, pero no directamente aplicable, por lo que será necesaria su transposición por los Estados Miembros  (21) . Por ello, éstos se encuentran obligados en cuanto al resultado que deba conseguirse, pero no en lo referente al mecanismo jurídico a través del cual deben desarrollar la Directiva, permitiendo a las autoridades nacionales elegir el cauce legal o reglamentario que les parezca más idóneo.

En consecuencia, la Directiva en su art. 2.1, establecía un plazo máximo para su transposición (20 de enero de 2000  (22) ), o que, como mínimo, llegada esa fecha los interlocutores sociales hubieren establecido las disposiciones necesarias mediante un acuerdo. Pese a ello, la propia Directiva prevé que en caso que fuese necesario por atender a dificultades particulares o a la aplicación mediante convenio colectivo, los Estados Miembros podrían disponer como máximo de un año más. En el caso de España se desarrolló a través del Real Decreto Ley 5/2001, de 2 de marzo.

Pero, antes de pasar a ocuparnos del concepto de trabajo a tiempo parcial, debemos resaltar los objetivos generales que se han perseguido con la aprobación de esta Directiva por la Unión Europea. Así, y tomando como base el Acuerdo Marco, cabe decir que la misma se propone regular en especial las condiciones de trabajo de los trabajadores a tiempo parcial, ya que se trata de una figura que ha tenido y sigue teniendo una repercusión importante en el empleo, aunque, no entra a regular los regímenes de Seguridad Social, ya que los mismos han sido considerados competencia de los Estados Miembros  (23) . Se apuesta por la regulación armonizada en los distintos Estados Miembros en torno a un trabajo a tiempo parcial que deben adoptar las siguientes características comunes:


	
1) la supresión de las distintas discriminaciones sufridas por los trabajadores a tiempo parcial, entendiendo incluidas las posibles discriminaciones por razón del sexo  (24) . 

	
2) la mejora de la calidad del trabajo a tiempo parcial. 

	
3) el desarrollo de las diversas posibilidades del trabajo a tiempo parcial debe hacerse sobre una base voluntaria que tenga en cuenta las necesidades de los empresarios y trabajadores. 



Con la consecución de estos objetivos, se pretende combatir la idea mítica del trabajo a tiempo parcial, entendida como una institución jurídica que permite la entrada en el mercado laboral de ciertos colectivos, y que a la vez los margina, ya sea frente a los trabajadores a tiempo completo, o ya sea institucionalizando al trabajo a tiempo parcial como una figura de trabajo típicamente femenino  (25) . En segundo término, consigue fomentar el empleo, pero de baja calidad; y en último lugar, se trata de una herramienta que facilita la mano de obra para los empresarios, pero a un alto coste para el trabajador.

La Directiva define el trabajo a tiempo parcial sobre las mismas bases que han seguido la OIT en el Convenio 175 y en la Recomendación 182 sobre el tema, y son la de identificar lo que la norma denomina «trabajador a tiempo completo comparable».

Así, lo hace la cláusula tercera de la citada Directiva, al establecer que debe entenderse por trabajador a tiempo parcial a «aquél asalariado cuya jornada normal de trabajo, calculada sobre una base semanal o como media de un período de empleo de hasta un máximo de un año, tenga una duración inferior a la de un trabajador a tiempo completo comparable». Pero, teniendo en cuenta otras consideraciones tales como la antigüedad y las cualificaciones o competencias.

Asimismo, en el apartado segundo de la misma cláusula tercera se determina qué debe considerarse por trabajador a tiempo completo comparable. Deberá tomarse como referente aquél con el que se guarden ciertos parámetros similares, que la propia norma ha enumerado, y que a continuación se detallan. En primer lugar, el que trabaje en el mismo establecimiento, es decir, en el mismo centro de trabajo, o en todo caso en la misma empresa. No cabe, pues, cotejar trabajadores de distintas empresas, ya que entre ellos no guardan ningún tipo de relación. En segundo término, que ambos se hallan sometidos al mismo tipo de relación laboral, lo que quiere decir que no tienen lugar los supuestos en los que la clase de contrato que se compara no es laboral, y que, a su vez, el contrato de trabajo lo sea de la misma naturaleza. En última instancia, que, además, desempeñen un trabajo o empleo idéntico o similar.

La definición del tiempo parcial gira en torno a la figura del trabajador a tiempo completo comparable; la propia norma —con el fin de evitar lagunas— ha previsto qué debe hacerse ante aquellos supuestos en los que no existiera un trabajador en tales términos. Así, en estos casos se acudirá al Convenio colectivo aplicable, y subsidiariamente y de conformidad con la legislación, a los Convenios colectivos o prácticas nacionales.

Como dijimos, esta definición se destaca por su similitud con la dada por el Convenio número 175 y la Recomendación número 182 de la OIT, y en opinión de autores como CABEZA PEREIRO y LOUSADA AROCHENA  (26)  parece que haya sido tomada como base mínima por las partes firmantes del acuerdo, y consideran que puede emitirse un juicio positivo, ya que ha supuesto la satisfacción de una vieja aspiración, y la mejora de las normas internacionales. Sin embargo, añaden que solamente puede destacarse una circunstancia que altera lo anterior, y ello lo representa el hecho de que el sindicato alemán DGB, se opusiera a su aprobación.

Creemos, pues, que el concepto de trabajo a tiempo parcial por el que apuesta el Acuerdo es un concepto amplio, en el que tiene cabida cualquier tipo de prestación inferior a la que realice un trabajador a tiempo completo comparable. De manera que no cierra las distintas posibilidades de trabajo a tiempo parcial, sino que únicamente establece que su «jornada normal de trabajo, se calcule sobre una base semanal o como media de un período de empleo de hasta un máximo de un año». A estos efectos, debe considerarse por tiempo parcial, cualquier minoración de la jornada por muy pequeña que sea, ya que lo importante no es la cuantía de la reducción del tiempo de trabajo, sino la simple minoración, sea la que sea. La reducción no tiene por qué traducirse en un número de horas determinado, es suficiente con que se produzca. Ello se debe a que la norma no ha previsto ningún porcentaje reductor a aplicar, únicamente ha establecido un máximo hasta donde puede llegar la jornada de este tipo de prestaciones, que oscila entre la mínima expresión de trabajo hasta no llegar a alcanzar la jornada de un trabajador a tiempo completo comparable.

Sin embargo, lo que debe criticarse de la definición de trabajo a tiempo parcial que inspira a la Directiva Comunitaria, es el que no se caracteriza por centrarse en la propia prestación de servicios, sino que se construye y se asienta otra vez sobre la duración de la jornada del trabajador a tiempo completo comparable  (27) . Como hemos visto, en la OIT también se tomaba como núcleo de la definición del trabajo a tiempo parcial, al trabajador a tiempo completo en situación comparable, y lo configuraba de la misma forma, es decir, haciendo referencia a aquél trabajador asalariado a tiempo completo del mismo establecimiento que tenga un tipo de relación laboral, un trabajo o un empleo idéntico o similar.

No obstante, es importante el destacar que en la Directiva, a diferencia del Convenio de la OIT, se ha previsto qué jornada es la que debe tomarse de referencia en el supuesto de que no existiera ningún trabajador a tiempo completo comparable. En tales casos, se tomará el Convenio Colectivo que resulte aplicable, en caso de no existir ningún Convenio colectivo aplicable, y de conformidad con la legislación, los Convenios colectivos o prácticas nacionales.

Asimismo, y al igual que sucede en el Convenio Internacional, no se establece ningún tope mínimo ni máximo de reducción, sino simplemente la frontera viene marcada por el propio trabajo a tiempo completo. Lo que supone la eliminación de todos los obstáculos empresariales para concertar un contrato de trabajo a tiempo parcial, y en consecuencia proporciona la flexibilidad suficiente para la organización del trabajo tanto para el empresario como para el trabajador.

1.2.2.  La relación entre el Derecho comunitario y el Derecho interno

Entendemos que no se observan divergencias esenciales, sino que por el contrario, se aprecia un intento cada vez mayor de aproximación.

Substantivamente la idea de trabajo a tiempo parcial en ambos ordenamientos, el Comunitario y el español, es la misma, a saber: trabajar a tiempo parcial significa prestar servicios en una jornada inferior a la del trabajador a tiempo completo.

Nuestro ordenamiento, al igual que el Comunitario, opta por establecer como tope máximo al tiempo parcial el trabajo a tiempo completo.

Así, se concibe que cualquier reducción de la jornada a tiempo completo equivale a trabajo a tiempo parcial, y no ha de tratarse de una reducción concreta. Prestar servicios a tiempo parcial representa trabajar menos de lo que trabaja un trabajador a tiempo completo.

En consecuencia, el optar por un concepto tan amplio de trabajo a tiempo parcial  (28) , a nuestro modo de ver, provoca dos efectos distintos. Por un lado, y en un primer lugar, la frontera con el trabajo a tiempo completo se encuentra desdibujada. Cualquier minoración de la jornada a tiempo completo es tiempo parcial, y no es necesaria una reducción determinada  (29) . Por otro lado, y en segundo término, esta ampliación supone la flexibilización de la figura y la consideración como un mecanismo estrella en el fomento del empleo; ya que comprenderá cualquier modalidad de jornada inferior a la jornada a tiempo completo, otorgando cabida a muy diferentes formas de organización de trabajo, así como a las distintas situaciones personales —conciliar el trabajo con la vida familiar— o profesionales —compatibilizar distintas prestaciones laborales— del trabajador.

Siguiendo el modelo Comunitario, y como otro intento de acercamiento, nuestra legislación laboral toma como jornada completa de referencia la de un trabajador a tiempo completo comparable, y es más, tal y como establece la Directiva, en el párrafo siguiente define lo que debe entenderse como tal.

Para el supuesto de que no hubiera en la empresa ningún trabajador en situación comparable, se tomará en cuenta la jornada a tiempo completo pactada en el convenio colectivo aplicable, o en su defecto, la jornada máxima ordinaria legal. La Directiva comunitaria opta por partir de la jornada del trabajador a tiempo completo comparable, y únicamente en ausencia del mismo acude al Convenio colectivo aplicable, y de conformidad con la legislación, a los convenios colectivos o a la práctica nacional. CABEZA PEREIRO y LOUSADA AROCHENA matizan que si la jornada que sirve de guía es la ordinaria, no serán computables a estos efectos las horas extraordinarias que puedan pactarse en el convenio colectivo como estructurales ni las que se realicen para prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes  (30) .

Sin embargo, frente a estas convergencias también se producen algunas divergencias entre ambas legislaciones, si bien es cierto que en esencia el concepto de trabajo a tiempo parcial es exactamente el mismo, aunque sí que resulta distinta la unidad de referencia temporal y el módulo sobre el que se aplica a la hora de calcular la minoración de la jornada.

Así, la normativa comunitaria para determinar la jornada del trabajador a tiempo parcial parte de su jornada semanal o anual —máximo hasta un año— comparándola con la del trabajador a tiempo completo, y si es inferior estamos ante un tipo de prestación de servicios a tiempo parcial. De ello se desprende: en primer lugar, que la jornada que se cotejará como punto de partida será la semanal, y en todo caso como máximo la correspondiente a un año. En segundo término, que no se hace mención alguna al parámetro temporal que ha de utilizarse en la comparación de las jornadas. Sin embargo, debemos entender que si la jornada normalmente se cuantifica, y por tanto se mide por horas, éste será el referente que se tomará. Esta postura que adopta la norma europea en cuanto a la jornada, encuentra su propia razón de ser en que pretende ser una norma flexible. Así, persigue que sean los propios Estados Miembros los que determinen dicho referente, y en consecuencia, pretende ser capaz de dar cabida al mayor número de combinaciones temporales. La única limitación que establece son que los cómputos semanal como mínimo y como máximo no supere un período de un año. De tal manera que opta por dejar en manos de los Estados la posibilidad de determinar los parámetros temporales que estimen más oportunos, pero eso sí dentro del respeto a las limitaciones expuestas.

La legislación española concreta más el módulo temporal, y entiende como trabajo a tiempo parcial toda prestación de servicios que durante un número de horas al día, a la semana, al mes, o al año sea inferior a la jornada de un trabajador a tiempo completo comparable. Es decir, toma el parámetro de la hora y la proyecta sobre una base diaria, semanal, mensual o anual.

1.3.  El trabajo a tiempo parcial en la legislación laboral interna

Con la intención de mejorar el empleo y su calidad, el Real Decreto Ley 5/2001, de 2 de marzo, de medidas urgentes de reforma del mercado para el incremento del empleo y la mejora de su calidad, seguido por la Ley 12/2001, de idéntica denominación, han introducido una serie de reformas en la legislación laboral y como no era de extrañar se han llevado a cabo novedades importantes en materia de trabajo a tiempo parcial.

Ello ha sido debido por un lado, a la mejor adaptación de nuestra legislación a la norma comunitaria  (31) , y a su armonización con las legislaciones internas de los restantes Estados miembros, y por otro lado, se ha intentado superar los problemas prácticos que había puesto de relieve la reforma de 1998, que apostó por establecer elementos de mayor garantía y protección social de los trabajadores, como también introdujo otros elementos de mayor flexibilidad en su régimen jurídico —las horas complementarias, pero eso sí con garantías para el trabajador—. Esto ha derivado en que no se hayan explotado todas las posibilidades de la contratación a tiempo parcial.

Por todo ello, el legislador ha pretendido introducir modificaciones en el régimen jurídico del trabajo a tiempo parcial con el fin de potenciar su utilización  (32) . Se sigue considerando al mismo como una figura relevante en el crecimiento del empleo y en su adaptación a las necesidades tanto de las empresas como de los trabajadores.

Esta nueva reforma del trabajo a tiempo parcial ha supuesto cambios importantes  (33) , en relación a su concepto, a las horas complementarias, a la forma del contrato y al sistema de la Seguridad Social en él inerte  (34) .

Así, se entiende por contrato de trabajo a tiempo parcial el concertado «cuando se haya acordado la prestación de servicios durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada de trabajo de un trabajador a tiempo completo comparable».

Con lo cual hay que tener en cuenta cuatro elementos identificadores del trabajo a tiempo parcial: 1) la minoración de la jornada; 2) la unidad temporal en la que se desarrolla; 3) la jornada de referencia; y 4) el módulo temporal en el que se presta la actividad.


	
1) La reducción de la jornada. Si damos un repaso a la historia legislativa del trabajo a tiempo parcial nos encontraremos con distintas situaciones. Hasta la reforma de 1994, existía un tope máximo: el de los dos tercios, de tal forma que, trabajar a tiempo parcial significaba realizar una prestación de servicios en una jornada inferior como mínimo en un tercio al tiempo completo. 

La reforma de 1994 supuso la supresión de este límite, de manera que la frontera entre ambas figuras se encontraba más desfigurada. Esta eliminación llevó consigo que todo contrato de trabajo con una jornada inferior a la habitual fuese, en principio, considerado como trabajo a tiempo parcial. Así, las reducciones de la jornada laboral no superiores a un tercio pasaron a ser englobadas dentro del trabajo a tiempo parcial, que anteriormente no eran consideradas como tal, sino como prestaciones a tiempo completo, porque eran pequeñas cuantías sin importancia. 

Por otro lado, la reforma laboral de 1994 supuso la ampliación de los ámbitos del trabajo a tiempo parcial, no sólo en cuanto a reducción se refiere, sino también en cuanto a los módulos temporales. Todo ello llevó consigo la ampliación del concepto de trabajo a tiempo parcial. 

Esta situación vivida durante estos años, cambió con la reforma de 1998 y se introdujo nuevamente un tope máximo. En ese momento era considerado trabajo a tiempo parcial toda jornada de trabajo inferior al tiempo completo como mínimo en un 23 por ciento. 

Respecto a la minoración de la jornada, en el actual concepto de trabajo a tiempo parcial se observa una diferencia notable frente a la legislación inmediatamente anterior cual es la eliminación del tope máximo  (35) , ya que, como hemos visto la duración de la jornada no podía ser nunca superior al 77 por ciento de la habitual en la actividad que se desarrolla, o lo que es lo mismo, debía como mínimo disminuir un 23 por ciento sobre la jornada a tiempo completo. 

Esta supresión del tope máximo del 77 por ciento  (36) , rompe con lo que suponía ser una vuelta hacia atrás al Estatuto de los Trabajadores de 1980. Recordemos que en él se establecía que la jornada debía ser menor, como mínimo, en dos tercios a la jornada ordinaria para poder considerar que una prestación de servicios se realizaba a tiempo parcial. Sin embargo representa en contrapartida, una vuelta a la legislación de 1994. En ese momento legislativo se optó por suprimir el tope máximo de dichos dos tercios, y el límite debería venir señalado por el propio contrato a tiempo completo. Así, era considerado trabajador a tiempo parcial toda persona que trabajase menos horas de lo habitual en la actividad que desempeñara. 

De modo similar a como venía ocurriendo en todas las regulaciones anteriores, el legislador nunca ha especificado a partir de qué duración mínima de la jornada de trabajo podíamos hablar de trabajo a tiempo parcial, sino únicamente el límite máximo a partir del cual un contrato de trabajo dejaba de ser entendido como celebrado a tiempo parcial. Así, autores como Alfonso MELLADO y GARCÍA ORTEGA, entienden que no existía ningún tope mínimo a partir del cual pudiéramos considerar un trabajo como prestado a tiempo parcial, y la mera existencia fija el tope mínimo, mientras que el máximo lo marca la jornada completa  (37) . 

Asimismo, del mismo modo que resultaba en 1994 más ambigua la frontera entre el trabajo a jornada completa y a tiempo parcial  (38) , vuelve nuevamente a suceder este hecho con la novedad introducida en la regulación del año 2001. La supresión del límite ya en su día fue motivo de comentarios que apuntaban las dificultades que ello podía suponer en cuanto a su identificación. De entre dichos comentarios, destacamos los de autores como RAMÍREZ MARTÍNEZ  (39) , para quien esta nueva definición dificultaba la diferenciación de esta modalidad contractual frente a otras. Además, consideraba que la claridad en la configuración del tiempo parcial, suponía una condición importante a la hora de facilitar el recurso de esta fórmula contractual, «ya que una primera causa de desincentivación de uso del trabajo a tiempo parcial puede venir constituida por la falta de claridad en su definición y por la inseguridad que ello puede arrojar sobre quienes operen con este tipo contractual». PEDRAJAS MORENO  (40) , opina, al detenerse a comparar el concepto de trabajo a tiempo parcial de la OIT con el del de la reforma de 1994, que se debió proporcionar una pauta en nuestra legislación, con la finalidad de evitar posibles utilizaciones abusivas de este contrato. Así, vaticinó en aquel momento que esa tenue e incierta configuración legal del trabajo a tiempo parcial ocasionaría problemas de delimitación con otras figuras contractuales. Por último, la de GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN  (41) , quien afirmaba que la jornada a tiempo parcial, no estaría exenta de problemas de delimitación con otras jornadas reducidas, y que, además, esta problemática se agudizaría con la desaparición del tope máximo  (42) . 

Sin embargo, en el momento actual encontramos como diferencia frente al contrato a tiempo parcial de 1994, la mención al trabajador a tiempo comparable, que es quien ahora marca el límite. Así, solamente en el supuesto de no existir este trabajador se desdibujaría el linde  (43) . 

La supresión del tope  (44)  trae consigo por un lado, la amplitud del concepto del trabajo a tiempo parcial que conlleva la potenciación y la flexibilización del mismo  (45) . Nos encontramos ante un macroconcepto de trabajo a tiempo parcial, que es capaz de dar cabida a un mayor número de posibilidades de tiempo parcial. 

Por otra parte, esta nueva concepción nos lleva a una mayor aproximación de lo previsto en la Directiva comunitaria, de tal manera que se adecua perfectamente a lo establecido en la cláusula tercera, apartado primero, de la misma. 

No obstante, se podrían ocasionar problemas de delimitación del contrato de trabajo a tiempo parcial de otras modalidades contractuales, y se puede llegar a producir una cierta ambigüedad a la hora de diferenciar un contrato de trabajo a tiempo parcial de otro a tiempo completo  (46) , o de uno a jornada completa en el que se hubiera pactado una reducción de jornada, o una condición más beneficiosa incorporada al contrato. 

De hecho, la distinción del trabajo a tiempo parcial y del contrato de trabajo a tiempo completo, cobra vital importancia no ya por la trascendencia del mismo como instrumento de flexibilidad laboral, sino a efectos de la propia Seguridad Social, de la retribución, y de la subsiguiente aplicación de un régimen jurídico propio, que se inspira en el principio de proporcionalidad al tiempo trabajado, y en otros casos en el principio de equiparación —como se analizará más adelante—. 

Podemos anticipar el hecho de que si nos encontramos ante un contrato de trabajo a tiempo parcial, la cotización a la Seguridad Social se efectúa en función de la remuneración efectivamente percibida según las horas realmente trabajadas en el mes que se considere. Asimismo, en materia salarial el trabajo a tiempo parcial se caracteriza —como ya veremos— por calcular dicho salario a partir de una aminoración proporcional al tiempo que no se trabaja, mientras que en el contrato de trabajo a tiempo completo esto no se produce, manteniéndose íntegra la retribución. 

En resumen, podemos concluir que el legislador, frente a la delimitación del trabajo a tiempo parcial del de a tiempo completo más específica instaurada en la anterior legislación, ha optado por suprimir el tope máximo que se ocupaba de deslindar de una manera más clara ambas modalidades. Y para crear el deslinde, ha introducido la figura del trabajador a tiempo completo comparable. Al mismo tiempo, ha optado por aumentar la utilización del trabajo a tiempo parcial —al ser considerada como una solución a las necesidades de los empresarios y a las situaciones profesionales y personales del trabajador—; y por flexibilizarla al permitir cualquier minoración sobre el tiempo completo; y en último lugar, ha acomodado la legislación laboral española a la europea. 

Puede apreciarse que el primer rasgo definitorio del trabajo a tiempo parcial, lo constituye la aminoración de la jornada. Obviamente, ésta ha de ser como mínimo de una hora  (47) , es decir, cabe cualquier reducción por insignificante que sea  (48) . Ello es debido a que el legislador ha considerado que la autonomía de la voluntad individual es suficiente para determinar la frontera entre el trabajo a tiempo parcial y el trabajo a tiempo completo, salvo que el convenio colectivo haya dispuesto topes al estado del contrato de trabajo a tiempo parcial  (49) . 

Hemos de destacar que el tiempo de trabajo en este tipo de prestación juega un papel importante, representa el elemento constitutivo sin el cual no es posible aplicar el subsiguiente régimen legal y además, es el encargado de marcar la frontera frente al contrato de trabajo ordinario, o habitual, que es el desempeñado a tiempo completo  (50) . El tiempo de trabajo no supone el tiempo que ha de durar la jornada de trabajo, sino que va mucho más allá, hasta el punto que será la base sobre la cual podremos configurar un contrato de trabajo como prestado a tiempo parcial o no, con la subsiguiente aplicación de regímenes jurídicos distintos. Por ese mismo motivo, será necesario establecer de una forma clara en el contrato de trabajo la duración de la jornada  (51) , para no dar lugar a confusiones  (52) , tal y como se establece en el modelo oficial del trabajo a tiempo parcial. 

En conclusión, el fijar el tiempo de trabajo toma una importancia capital, no sólo para que pudiera aplicarse esta figura —ya que será el que marcará las diferencias con el contrato a tiempo completo—, sino también porque de este hecho van a depender los derechos laborales del trabajador, a saber: descansos, salario, prestaciones sociales. Lo que nos conduce a concluir que en el trabajo a tiempo parcial es trascendental fijar el tiempo de trabajo, ya que si realmente el trabajador a tiempo parcial no conociese con exactitud la duración de su prestación, tampoco conocería su salario, ni su tiempo libre fuera del trabajo, etc. 



	
2) La distribución de la jornada. Ya hemos visto en el párrafo anterior que en el trabajo a tiempo parcial debe producirse la aminoración de la jornada, y que es suficiente con la reducción de una hora sobre la jornada a tiempo completo. 

Sin embargo, también será necesario puntualizar que la prestación se ha de realizar en un módulo temporal concreto: en función de las horas —a partir de la reforma de 1994—. Así, se entiende por trabajo a tiempo parcial aquél trabajo prestado en un número de horas inferior al trabajador a jornada completa comparable. 

Estas horas, a su vez, tendrán que ser incluidas en una referencia temporal determinada, que será el día, la semana, el mes o el año, de tal manera que, estos módulos temporales permiten cualquier fórmula de distribución horizontal (reducción de horas/día), vertical (reducción de días) o mixta. Hasta el punto que es posible que determinados trabajadores a tiempo parcial pacten con su empresa, que la totalidad de las horas de trabajo a realizar anualmente se concentren en determinados períodos de cada año, percibiendo las remuneraciones en esos mismos períodos, o de forma prorrateada a lo largo del año, pudiendo dar lugar a momentos de inactividad  (53)  (trabajo a tiempo parcial concentrado). 

La reforma de 1994 ha permitido que resulte posible una serie más amplia de combinaciones de jornada, siempre que ésta se desarrolle dentro de los parámetros permitidos; es decir, las horas repartidas en módulos temporales más amplios que los que se venían permitiendo, a saber: día, semana, mes o año, de tal forma que, cabe incluso unidades de tiempo superiores al mes, pero inferiores al año, ya que éste es el máximo establecido en el art. 12 del Estatuto de los Trabajadores. Sin embargo, anteriormente sólo se permitían las combinaciones previstas en el propio art. 12 del ET, como eran: bien horas al día o a la semana (llamado trabajo a tiempo parcial horizontal), bien días a la semana o al año (trabajo a tiempo parcial vertical), con lo cual no eran posibles variaciones distintas a las establecidas. Estas nuevas combinaciones confieren una nueva flexibilidad a la figura con amplias posibilidades de distribución en las prestaciones. 

Por otro lado, la introducción de la referencia horas al año —en 1994— en la definición del trabajo a tiempo parcial (art. 12 del Estatuto de los Trabajadores), no supuso del todo una novedad, ya que ésta se contenía en la primera regulación (la del Estatuto de los Trabajadores de 1980). En la que se definía al trabajo a tiempo parcial en función de los días u horas trabajadas al año, al mes o a la semana (mención que, de paso, se prestaba a confusiones con otras figuras contractuales —los trabajadores fijos discontinuos y los trabajadores eventuales—). 

En síntesis, puede afirmarse que las partes son las que pactan libremente cómo distribuir esas horas. Lo único que se les exige es que en el contrato de trabajo, formalizado por escrito, determinen la cantidad de esas horas, ya sea sobre módulos diarios, semanales, mensuales, trimestrales, semestrales, o anual, de tal forma que, si incumplen tal exigencia entrará en juego una presunción Iuris Tantum por la que el contrato se entenderá celebrado a tiempo completo. 

Sin embargo, a diferencia de como venía ocurriendo, el legislador ha obviado en la legislación vigente toda mención a su determinación mensual, semanal y diaria  (54) , así como los días en los que el trabajador ha de realizar la prestación, e incluso el horario de trabajo. Autores como CASAS BAAMOMDE  (55)  y ESCUDERO RODRÍGUEZ  (56) , opinan que el legislador ha sido meticuloso a la hora de exigir a las partes que precisen el número de horas ordinarias. En contrapartida, en otros aspectos ha sido excesivamente permisivo al haber silenciado toda referencia a su modo de distribución, lo que entienden que conduce a una fuerte incertidumbre, y a un reforzamiento de la figura del empresario. 

Sin embargo, podríamos decir que este escollo se puede salvar tomando como base que el legislador menciona de forma genérica la necesidad de fijar su distribución horaria. Por tanto, tal previsión debiera interpretarse en un sentido amplio, y abarcar tanto a los días en que debe prestarse los servicios, como el horario. El Profesor GOERLICH PESET  (57) , entiende que habría que interpretar la expresión ysu distribución —de la que habla el art. 12.4 a) del Estatuto de los Trabajadores  (58) —, en un sentido amplio, con el fin de evitar abusos, y considerar que se refiere a la concreción de las horas y al horario de trabajo. 



	
3) La jornada de referencia. En último lugar, una vez analizadas la reducción de la jornada y la distribución de ésta, cabe abordar el problema de la jornada de referencia, esto es: la jornada sobre la cual habremos de realizar la proyección del porcentaje reductor para saber cuándo nos encontramos ante un contrato de trabajo a tiempo parcial. Por este motivo cobra importancia delimitar cuál es la jornada sobre la que debe aplicarse. 

En la legislación anterior a la reforma de 1998 en el art. 12 del Estatuto de los Trabajadores, se hacía referencia a la jornada habitual de la actividad de que se trate, sin especificar nada más. Esto se interpretaba en el sentido de que se estaba remitiendo al tiempo de trabajo convencional, y en su defecto al establecido legalmente. Sin embargo, con la revisión normativa del trabajo a tiempo parcial de 1998, se hacía mención expresa a qué jornada debía ser tomada como punto de referencia a la hora de activar el porcentaje reductor: la jornada a tiempo completo anual establecida en el convenio colectivo correspondiente, o en su defecto la máxima legal. 

Con la última reforma, el legislador rompe con todas las pautas anteriores, e introduce una jornada de referencia nueva, siguiendo lo señalado al respecto en la Directiva comunitaria, al igual que establece el Convenio de la OIT. Y así, opta por el trabajador a tiempo completo en situación comparable, es decir, será trabajador a tiempo parcial aquél cuya duración de la jornada sea inferior a la del trabajador a tiempo completo comparable. No cabe, pues, cualquier trabajador a jornada completa, sino únicamente aquél que el legislador ha calificado como «comparable». Acto seguido, y al igual que la Directiva comunitaria, en el art. 12.1 párrafo 2.º, se determina quién es ese trabajador, y será aquél que cumpla con tres requisitos, que nuevamente coinciden con los que exige la norma europea en su cláusula 3.ª, a saber: 


	
— primero, que se trate de un trabajador de la misma empresa o centro de trabajo  (59) . 

	
— segundo, que tenga el mismo tipo de contrato de trabajo. Cabe entender que se trate de contratos de la misma naturaleza, salvo en lo que respecta a su jornada. Así, serán comparables los contratos temporales con los de duración determinada, los fijos con los indefinidos, y los contratos estables con los de fomento de la contratación indefinida. 

	
— tercero, que realice un trabajo idéntico o similar. 







Como vemos, el trabajador a tiempo completo comparable pasa a ser el núcleo sobre el que se centra la definición de trabajo a tiempo parcial, y una vez el legislador lo ha identificado, pasa a determinar toda su regulación. Cabría interpretar esta previsión del trabajador a tiempo completo comparable, en un sentido general de equiparación y no discriminación respecto al trabajador a tiempo parcial. Pues, se trata, de dos trabajadores que realizan la misma actividad, bajo un contrato de idéntica naturaleza, y para la misma empresa, pero con la única diferencia de la menor duración de la prestación.

Asimismo, también se ha previsto cuál será la jornada de referencia si no existe ningún trabajador a tiempo completo comparable, ya sea por no existir realmente, o ya por no cumplir con las tres exigencias requeridas. Así, para estos casos y de forma supletoria, se aplicará, en primer lugar, la jornada a tiempo completo prevista en el convenio colectivo de aplicación, y será aquél convenio bajo cuyo ámbito de aplicación quede la empresa, independientemente del propio ámbito del convenio colectivo  (60) . Y en segundo lugar, en defecto de convenio colectivo, la jornada máxima legal que, según el art. 34 del Estatuto de los Trabajadores, es de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual.

Esta nueva apuesta del legislador ha potenciado la autonomía individual por encima de la colectiva, ya que con esta medida se abandona la remisión en primera instancia al convenio colectivo que resulte aplicable. Sin embargo, no han faltado observaciones críticas a esta decisión, y así la profesora CASAS BAAMONDE considera que esta actitud del legislador deja el trabajo a tiempo parcial «en el decisionismo de la autonomía individual sin apenas instrumentos de encauzamiento ni determinación cierta»  (61) .

En segundo término, el trabajo a tiempo parcial se ha particularizado haciéndose depender de un elemento personal muy concreto: aquél compañero de trabajo a tiempo completo que posea un contrato de trabajo de la misma naturaleza, y que además realice un trabajo idéntico o similar.

Paralelamente esta remisión al trabajo a tiempo completo comparable con los requisitos que éste ha de cumplir, conlleva a una dimensión más reducida del trabajo a tiempo parcial, ya que éste ahora se circunscribe al espacio geográfico de la misma empresa o centro de trabajo.

Por ello, debería considerarse incluida como jornada de referencia cualquier jornada que prestase el trabajador a tiempo completo, aunque se tratase de una jornada inferior —a la pactada en convenio colectivo, o en su defecto a la prevista en la ley— en virtud de una condición más beneficiosa a título individual. De modo que, en coherencia con el espíritu de la ley —que persigue no sólo la equiparación de los derechos de los trabajadores a tiempo completo y los de a tiempo parcial en función del tiempo trabajado, sino la estabilidad y la mejora de la calidad del trabajo a tiempo parcial— entendemos que si a un trabajador a tiempo completo comparable, se le reconoce como condición más beneficiosa a título individual la reducción de la jornada, al trabajador a tiempo parcial se le deberá aplicar tal aminoración de forma proporcional.

Asimismo, y para el supuesto de la aplicación supletoria del convenio colectivo aplicable, también cabría plantearse qué sucedería si el empresario reconociese a toda la empresa el disfrutar de una jornada inferior a la establecida en el convenio colectivo, o en su defecto en la ley. En estos supuestos debiera tomarse como jornada de referencia la misma por aplicación del principio de equiparación. De lo contrario, estaríamos discriminando a los trabajadores a tiempo parcial por el simple hecho de prestar servicios en una jornada reducida. Además, como segundo fundamento habría que alegar que realmente esa jornada más reducida consentida por el empresario representaría el tiempo de trabajo aplicable en la actividad correspondiente  (62) .

En último lugar, cabe plantearse si el art. 12.1 del Estatuto de los Trabajadores, al referirse a la jornada establecida en el convenio colectivo, puede considerarse que se remite no sólo a los convenios colectivos estatutarios, sino también a los extraestatutarios. En principio, cabe decir que como el legislador utiliza el término convenio colectivo de forma imprecisa, y no especifica ni determina a qué tipo de convenios colectivos se refiere, podría interpretarse que deberían también incluirse los convenios colectivos extraestatutarios, pero eso sí, con matizaciones, a saber:


	
— en primer lugar, si se tratase de un convenio colectivo que tiene aplicación en toda la empresa, si deberá considerarse como jornada de referencia, ya que ésa sería el tiempo de trabajo aplicable en la actividad correspondiente  (63) . 

	
— en segundo término, deberá admitirse en el supuesto de que el pacto colectivo de eficacia limitada fuese dirigido al trabajador en concreto. Con ello, la reducción de la jornada se deberá practicar sobre esa jornada menor considerada como de tiempo completo, ya que ese trabajador formaría parte del colectivo de trabajadores con una jornada menor al resto, independientemente de que preste sus servicios a tiempo completo o a tiempo parcial. 



Sin embargo, no debería considerarse válida, a estos efectos, la jornada prevista como ordinaria en el convenio colectivo extraestatutario si los destinatarios fueran determinados trabajadores, entre los que no se encontrara este trabajador en concreto. Tampoco en el supuesto de que a este pacto extraestatutario no se le quisiera dar una eficacia general en toda la empresa  (64) , salvo que existiera algún convenio colectivo extraestatutario que, incluyera la jornada a tiempo completo de la actividad objeto de nuestro estudio con una duración inferior a la habitual para esa actividad.
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